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que se consumen las providencias anticonstitucionales que pueda haber 

dictado: . t d' l •ec p 11. Que aunque esas disposiciones ~s1 no s~ en en 1esen, e pi e.· 
to de la fracción VII, articulo 2. 0

, capitulo?· . ~e la ley de 29 ~~ Jubo 
de 18G2 autoriza á la Corte para someter al J~1c10 de responsalnhdad á 
los juec'es en toda clase de negodos y cualqmera que sea el estado ~ue 
tengan: r 

12. Que hay autos ejecutoriados do esta SupremaC~rte,enque, ap 1-
caudo estas leyes á juicios de amparo en _que. so pretexto de suspe!lder 
el acto reclamado so atemaba contra las mst1tuc1ones, desnaturalizan­
do el juicio de a.1~paro, se ha suspendido á l_~s _jueces, reprobado StlS 
procedimiento;; v revocado el auto de suspens1011. • 

13. Que el p1~esidente del tribunal superior del Esta~o. de ' ' era~ruz 
ocurrió á esta Suprema Corte quejíimlose de los proced1m1entos d.el J~tez 
de Distrito de Yeracruz, y pidiéndol~, en lo _que al auto de _suspens16_n 
se refiere, que dictara las p1ovidencrns que J

0

uzgar~ c~'.wementes pma 
eYítar un conflicto entre los poderes lo~ales ) fede1_ale.,. . 

lJ. Que el juicio de amparo promovido P?r e_l Lic. Esc~de~·o ~stá aun 
pendiente del conocimientodelJuzg·ado deDistnto de Veiacrnz, y debe 
continuar por sus trámites legal~s, resuelto como está ya ~l punto ~~ 
suspensión del acto reclamado, sm que esta Corte ¡.rne~a m_ deba p1? 
nunciar por ahora juicio al~un_o 11obre 1~ pr.ocedenc1a ó 1mp1oc~denc1~ 
de ese amparo su concesión o denegacwn, sobre cuyas materias esta 
expedita la jurisdicción de aquel Juzgado y en reserva 1~ d~ l:'1 Corte 
parl\ revisal· á su tiempo la sentencia definitiva que el mfer1or pro-
nuncie: . . . ¡ · d D" 

15. Que aunque el auto de suspens10n decretado por e Juez e 1s, 
tl'ito de Veracruz infringe los artlculos 6. 0 y 2:l de la 18r de 20 de ~n~~ 
ro St"'Úll la interpretación que le da la Cor~e, no s~ria Justo ho,r ex1gi_1 
la 'responsnbilidad á ese juez, supuesto que, atendida la prác_tica Y ~l­
versn inteligencia que :,e ha est11.do ?ª.1!do á es3: ley por los Jueces e 
Distrito se debe reputar error de opm1on el del Juez de Veracruz, que 
no da ~ateria á responsabilidad: . . 

Se resuel,e: Que por ahora no _hny_ ménto para consignar al Tribu­
nal de Circuito de Puebla al repetido ,1uez de Veracmz, por su auto de 
3 de Enero presente, en que- mandó suspender el a~to recla~ado, por el 
Lic. Escudero; pero (tne como este acto no es ~-ª eJecuclón 1rrep~rable, 
no debe suspenderse sino revocarselasu&pens1on d.ecretada,conhnuan­
tlo adelante el juicio de amptlro por sus tramites legales hasta pronun­
ciar sentencia definitiva, que revisará ;\ su tiempo la Suprema Corre. 

Comunlquese al juez de Distrito y al tri~unal de Veracruz ~ara los 
efectos consiguientes.-Una rúbrica.-Ennque Landa, secl·etari'O. 

AMPARO PEDIDO CONTRA LOS PROCEDIMIENTOS 
DEL JUEZ 4'? DE LO CIVIL DE ESTA CAPITAL POR DIVERSAS 

VIOLACIONES DE GARANTIAS. 

¿La aplicación inexacta de la ley ci11il constituye la vio ladón de una l[a­
rantla individual'! ¿Et Código de l!rocedimientos del Dislt ito está expedido 
en uso de facultades extraordinarias, y no es por tan/o una ley oblig-aloriaf 
Interpretación de los arllcttlos I 4 y 50 de la Constit1,dón. 

El C José Jlfarla Villa pidi/J amparo al juez 2? de Distrito centra los ,Pro­
cedimientos áei j11e:: ~ de lo civil de esta capital, alegando gue éstos molan 
las garantias individuales por los siguientes capitulas: I 9 , po,q14e se da efecto 
retroadin, al Código de Procedimientos apticando S#S J>resc,tpciones á una 
hipoteca constituida antes de s1, pro,nulgación: 2?, por •~ haberse aplicado 
eracta,ne,,te le ley á este caso,· y 39, !'!'fue et Código de Prqceáimienlos, al 
que se ha sujetado el juez,fui expedido en uso de fact#ltades extraordina,ias 
con vwladón del articulo 50 de la Co,istitución, y gue él por tanto no es 1ma 
ley C011Siitucional.-El juez ccncedió ei amparo por ccnsiderar que la ley se 
lzabfa al>licado inerad4mente al caso; lo tle_f.Ó por las aleg-adas violacúmes de 
los arlféulos 16 y 27 de la Constitución, y d1jo que no h4bla necesidad de re­
solver si el Código de Pror.edi,.ienlos era l> no ley. La Corle revisl> esa sen­
tencia et 27 de Septiembre de I878, y el C. Valtarla, pa,a negar el amparo po,­
todos los motivos alegados, dijo lo siguiente: 

Por t~ capítulos principales se ha pedido este amparo. . 
I. Porque se ha dado efecto retroactivo á loa códigoa civil y de pro­

cedimientos, aplicándolos á una obligación cootraida antes de la pro­
mulgación do ellos, y violándose ceo eato la parte primera del articulo 
14 de la Constitución. 

II. Porque loa tribunales comunes no han aplicado á este caso exac­
tamente las leyes que·deben resolverlo, sino otras que no lo compren­
den, dando esto motivo á otra infracción constitucional, la de la segun­
da parte de aquel articulo 14. 

III. Porque el Código da procedimientos no es ley, supuesto que fué 
expedido por el Presidente de la República en U80 de facultades ex­
traordinarias, contra lo prevenido en el articulo 50 de la misma Consti­
tución.• 

En la demanda se ha&la también de la infracción de los artic¡tlos 16 
y 27 del Código fundamental y se tocan secundariamente otros puntos 
en apoyo del amparo solicitado. Como la opinión de la Corte, revelada 
ya en este debate, se ha manifestado contraria á estas aseveraciones 
del quejoso, sobre esos puntos, y como en esta materia mi propio sentk 

VOTOS. Toxo I-7 
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. inión prescir.diré de ocuparme de ~llos, y 
en nada d1s. crepa dedesa º . . P t 'á hablar de aquellos que constituyen 

. 't é para fun ar m1 vo o, -
!tr!:a:e~t0 principal del amparo pedido. 

I 

. . . . . d ante los tribunales del Distrito 
¿Es cierto quSe en ~i!:~~0

/i,~~u~·ain contra el Sr. Villa, s~ hady~ 
Federal por los res: . ·1 ' ue e~ ese juicio se han aplica o. 
dado efecto retroa?t1vo t las ::~ e~icaro-ado ya de dilucidar esta cues• . 
Otros señores Mag1st~a os s\o:: evideifcia que no existe en este caso 
tión y han demostra o, cont . . 1 hecho 'citando al efecto hasta las 
1a aplicación de una ley i:ios en~;e \1 otoro·~r la escritura de 11 de Fe­
palabras mismas del q~~iJ~rCóc~iio-o civil ya preexistente: todo lo q_u~ yo 
bxero de 1873, se sf me _1 a demo~tración no sería sino una fast1d10sa 
dijera para hacer a ~s~ás resultado q~e ha~er perder á la Corte un 
l'epetición que ~o dan~ sus multiplicadas atenciones: No 1~ haré,. pues, 
tiempo muy valioso parn l aro por este capitulo i·eferirme a esas 

. · para negar e amp • 
y me bast~1~es ya hechas en este debate. 
demostrac1011 · 

. . . d l 1 've~ al caso presente ha sido materia 
La inexacta ap11cac1~ i8, ~!r:0-r La sentencia de éste se ocupa de 

de extensos alegatos an e tando . or supuesto que la segunda parte 
prEferencia de este pc~!~üiución sl re1iere á, leyes civiles, co~cede el 
del articula 14 ~ la que las leyes en que apoyó su sente~c1a la 3.1 
amparo, fun~bán ºtden Distrito no son las exactamente aphcables a 
Sala del Tn ~np. e , . _ . . 

becho. entr ré eh el exáme_n de !as ~ue$tiones meram;~!d:d:t:c:i~ 
u"!sºe ~~upó ~ 'J1,ez d~ Di~tnti1 :eq~~er~l1:1~eea?a ede aquel tribu-

[¡¡ reso\ver si ese J~e~t~td.;11:~ códi~os ~ivil y de procedimientos. que 
n~l los diverso_s art cu o . ·. an Yo comi~U?-0 por negar á ese ,Juez, 
en sus respectiva\ sete~~:! C~rt~ toda facultad para rever las sen-

~~:C~:1~i~ft~s\~í~ t;}~::~~~~tiie~irti~~d~pr i:!!~t:o;~:;i~~~ 
que el arti~u ~ ates y que aquella facultad no sóio seria an c-ons i 

de leyes crimin ' te subvereiva · 
cioll&l, sino ver~'!-deramenna m1me1·a m~Y extensa me propuse demos• 

En otra oCllSlon I d~~se ·uido mi objeto, seria inútil repetir hoy de 
t rar esas :verdades; y ll g di' e v esto sobre, todo, eu-ando esta Corte 

~~,t~º,~:::it~ : :re~~t;:; r1~~~~~::r!~e \:5 ~~~=~~:~i~~;i~~~ 
este particular expuse. q s ·ueba de que el artteulo citado p.o pt~ede 
ue i·evisamos, e~ una: nue".a PI Je ha uerido dar. Esa sentencia es 

~ner la \atiaima mteh~~i::i3e 1:eej:cutoria\ronuncia.da po~ la t Slala 
una verdadera re".oc~eio . . di"'º fundamental no autoriza ni to. era 
del Tribunal de D1str1t~: y ;1 C~e ~e sujeten á la revisión de los .tr1~u-
i uiera la absurda teona_ ~ q d todos los jueces de la Repubhca. 

~iles federales los procedt1m1en;~:ia eá lo que en debate del negocio á 
Me refiero, pues, sobre es a ma ' 

A to ·o Rosales contra una sentencia ae! presidente del Tribu· 

1 Juicio de a~pa.dro pro;nonp~ de~a ; á la o de .. a colección• 
nal de }'Uebl& publica o en as 
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que aludo, expuse, y por los motivos entonces alegados, votaré negan­
do tambien el amparo por la supuesta violación del articulo 14 del Có­
digo fundamental. 

III 

El te rcero y mas robusto. fundamento de la d.)manda, el que nieo-a 
que el C,ódigo de procedimientos sea ley, es el punto -sobre el que de 
preferencia debo ocuparme,,Porque ¡¡obre él, con sobrada razón, se ha 
fijado con interés el debate. Cuestión no ya constitucional, sino social 
y de la más alta importancia, es avel'igua1·-si es ó nó ley la que ha re­
~ido sin contradicción alguna por más de seis años, aquella bajo cuyo 
imperio se han expedido mill11res de ejecutorias, aquella á cuya sorp.bra 
reposan los derechos, consagados por los tribunales, de todos los que 
han litig·ado en el Distrito federal y en el Territorio de la Baja Califor­
nia desde 15 de Ag.osto de 1872 hasta hoy. 

Mucho se ha dicho en esta discusión contra la concesión de faculta­
tles extraordinarias: se han invocado diversos textos de la Carta funda­
mental con el ánimo de prob.ar ql1e nunca, jamás, en ningún tiempo ni 
caso se pucd~ conceder por el Congreso al Ejecutivo, autorización al­
g·una para que expida una solll¡ ley. Dándose por supuesto que el Códi­
go de procedimientos fué expedido por el Presidente de la República en 
uso de facultades extraordinarias, se han repetido los argumentos que 
contrn ellas usó el Sr. Magistrado Montes en el notable discurso que pro­
nunció cuando se trató del amparo que fue otorgado á D. Faustino Go­
ribar el 6 de Julio de 1877. Pero creyendo yo que el caso que va á re­
solver hoy la Corle, no es de facultades extraordinarias, juzgo cuando 
menos inoportuno discutir miiterias que son ajenas á este negocio: mejor 
que ésto, as plantear la cu~tión tal ·cual yo la v~o, en el teneno que le 
es propio, para así 11,veriguar si existen de verdad las violaciones. cons-
-titucionales de que el aS!tor ~ queja. (. 

Para esto me es preciso comenzl\_r recordandq ciertos hechos que 
bastan, en mi sentir, para demostrar 1a verdad capital de que no se tra­
ta aquí de un caso de facultades ex.traordinarias . . En 2 de J;)iciembre de 
1871 el Congi·eso concedió al Ejecutivo, despues de prolongada, resis­
tencia y amplisima dif1cusión, facultades extraordinarias, cuya limita­
ción marcaba I\SÍ el 11Xticulo 14 de la ley de 17 de Enero de 1870, decla­
rada en esa ocasión vjgente: ,,El Ejecutivo no podrá, en virtud de las 
anteriores autorizacjon~s, gravar ni enajenar el territorio d,e la nación, 
comprometer su independencia, cambiar la forma de gobierno estable­
cida por la Constitución, alte1·ar los principios y leyes de reforma, ni re­
solver negocios judiciales.» 1 Cinco días despues de exp~dida esa ley 
de amplísimas facultade~ extrAOrainarias, e¡¡ decir, el 7 del mismo mes 
de Diciembre de 1871, el Congreso aprobó por 113 votos contra 4 esta 
otra ley: «Se autoriza al Ejecutivo para que pueda poner en vigor pro­
visionalmente los proyectos de Códigos dé procedimientos eivilei y cri­
minales que ha mandado formar, sin perjuicio de lo que el Congreso 
tenga á bien resolver cuando la experiencia acredite las reformas que 
necesiten.» 2 Esta ley, como he dicho y me es preciso repetirlo, fué apro­
bada por 113 diputados, entre los que, con exce{lción de cuatro, estaban 
los que más brillante y más ~enazmente hablan combatido las faculta­
des extraordinarias. El Sr. Martinez de la Torre, por ejemplo, quo votó 
contra la ley de 2 de Diciembre, aprobó la del 7 del mismo mes. 

Estos hechos históricos arrojan ya tanta luz sobre la verdad que tra• 

l ' 'Diario de los Debates." Se.to CoDgreso de la Unión, tomo I , p.í¡;inas 150, 473, 6H y 63{. 
2 Obra y tomo cit., púgiua 648, 

\ 

\ 
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. · l ·os para no verla. ¿Quiso el Con-
to de probar, que es precis~ ~erraI ~~~teder facultades extraordinarias 
o•reso con su ley de 7 de DicieIJ?-b~e d. 1 e• d. go de procedimien­
~l Ejecutivo para que éste pudiera expe r~zines º¡:contestables: la pri· 
tos? No, evidente!Ilente, y ef~- porf~~slas facultades amplísimas de qu.e-

:t;:i¡li~dt~~e~1:~~ft;:a e ot~~~c~ecial~~- ~r:~tf~~di¡ ~u~ói~g~t! 
juzo·arlo por las 'l'estncc1ones imp ªfs P . de las facultades ex­
do; "y 1~ se~unda y prin~ip~l, 1:º\qu\i~ e~:~fc1!mbre, jamás habrian. 
traordmanas que _repro. aro~¡,ª eh biera tratado de conceder más fa. 
aprobado la del d1a 7, si en~ ª se u . O'rande se necesitarla para, 
cultades e:xtraordinarias. Inco_nsecuenc1i y " . . . y esa inconsecuen-
cambiar en ?inco días tan rag1ctment~ic~iir)

1:;°J!;1 Sr. Martinez de la. 
cia es impos~ble en hoémbrdes le ª/a:l~ades extraordinarias, á las que. 
Torre enemigo perp tuo e as 
siemp~·e comba!ió con su ~ocuent: Pfª:;ªde las reflexiones que de ellos. 

Consecuencia forzosa e esos ec o . E. ecutivo creyeron que en 
se desprenden, ~s.ést~ ni elh~~ngr~~~:C~~n ~lguna de facultades ex­
la ley de 7 de D1c1em _re se 1e1era . errar los oJ' os para no ver esa 
traordinarias. Lo repito, es ne~esar10 e 
verdad histórica alumbra~~ por ta~: l~z. al teniendo á la vista la letra 

Veamos ahora la cuest1on cons i ~1on.ó, dada al Gobierno para. po· 

~:;~!e!i!~r
7 
lcrt~~mJ;ePl~~:J:r;:~~~ ~~v~l!~;ª~!~~~ t::irt:pdó· 

formar, ¿es 1¡ re~mión de d~s g. D?-:~J>°qd!~esprohibe el articulo 50 de la. 
sito del Legislat1vo en un m iv1 ' . 
Constitución? . , ti ndo que formularla es 

Tan clara. me paree~ est:i, cuf-St~on, q1 e~r! ex edir el Código que 
resolverla. 81 esa autorización hubiera in 9 p t · · ppudiera sostenerse. 
el Gobierno fo~arat pdra leg:islaru ent:is!:i"!i~~!ión era inconciliable­
con alguna ap9;,~e:Tc. :. razi:nla!eutal. Pero cuando la a~t!>rización 
coc. el articulo w e O igo . ~ e el Gobierno 110 haeiat cuando 
versó sobre un ~r?yecto de c3d~º-tiuentenderse en un-tientido pr~eep· 
la ley de 7 di', D1e1embre pu: e a~ portó él no era para el Gobierno, ' 
tivo y si algún voto de con anza im d. l ro eeto de Código· in­
sino' para la Comisión que estaba ~qrmd~ r:c!1tidJ extraórdinari~• pa­
sistir en que tal let es una eonees1ond. . a.rece que es no so-
1-a legisla,: sobTe la ~at~ria de_ proeet 1~!;!1\:~?1o 60 de la Consti­
lo negar la verdad h!stor!ea, smo ~n entenor literal lo repugna. Aquella. 
tueión en tales términos que su mismo ni depositó el Legislanvo en. 
ley no reunió dos poderes en una persona, 'deneia 
el Pre!!idente. Esto me parece. de mnegable evi han h~eho diversas ob-

Contra las conclusiones qu~ yo s8st~:~~°q~ee el articulo 70 de la Cons­
jeeiones de que debo _e~c~rgatme. e • de lev á varios trámites esen­
titución somete las imc1at1vas y I?rf 1ef~gdi "'º de Procedimientos, como 
ciales trámites á los que no se su~e O e " etc v or lo que él no 
el dictamen de la Comi~ióA, las di5:usion:~:!\ue s·¿út La aeta rela­
puede ser ley .. Esta pbJec1on es m s esrCódiO'o sino la ley de 7 de Di­
tiva del Congreso no~ cuenta que,!º el corrió t¿dos los trámites eonsti­
ciembre qµe lo mando poner en v1.,or, d' nsados no por los dos 
tucionales: ó mejor dicho, que le fue¡-inper!S:e el articulo 71 de la. 
tercios de diputados presentes, como . 1 
Constitución, sino por 113 votos c~ntra ~~~t~o~ben aprobar Códigos que 

Pero se insiste en que no es ª8:1 e~m visto ni están aún concluí-
no se discuten;. ni se conocen, m ~e :~~iere contra los diputados que 
dos .......... ::;erá esto ~n ca1·g?, s1 s im ¿rta un vicio constitucio-
-votan leyes que no esdtudia~; peIO ~/~ºs~ºearfcter obligatorio. Ni t,engo 
nal en la ley asi vota a para negaI 

1 Obro, y tomo cit-, phina 648, 

' ' 
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la misión de defender á los diputados que han votado nuestros Códigos, 
ni es esta la ocasión de hac~r tal defensa. lLo que en este momento yo 
,sostengo es, que no porque un Código haya dejado de sufrir los trámi­
tes del articulo 70 de la Constitución, él no tenga el carácter de ley. Sí 
Ja teoría que impugno fuera cierta, nuestra trabaj~da seciedad queda-
:ria sin ley alguna civil ó penal que la rigiera. , ·· 

Esto es muy fácil de probarse. En la misma sesión del 7 de Diciem• 
bre de 1871, en que se autorizó al Gobierno para poner en vigor el Códi­
~o de Procedimientos, se aprobó esta otra ley: «Se declara vigente el 
t:ódigo Penal formado por los CC. Licenciados Lafragua, Castro, Zama­
cona y Ortiz de Montellano, en el Distrito federal y el territorio de la 
Baja California, para los delitos sobre el orden común, y en toda la Re­
pública sobre delitos contra la Federación.» A esa ley se dispensaron 
también todos los trámites y fué aprobada por 108 votos contra 13. 1 La 
acta del Coogl'eso no nos dice que el mismo Código Penal se hu~iera 
sujetado á los trámites constitucionales; lo que ella expresa es, que esos 
t rámltes los sufrió so;o la ley _que aprob~ ~ e~e. 9odigo._ Según, pues, l:t 
. teoría q11e combato, el no sena ley, y aqm v1vmamos sm ley que cast1• 
gara delito alguno! ......... . 

Pero hay todavía otro hecho que habla aún más alto. En la sesión de 
'7 de Diciembre de 1870 se puso á discusión este proyecto de ley: «Se 
,aprueba el Código civil que para el Distrito Federal y Territorio de la 
Baja California formó de orden del Ministerio de Justicia, una comisión 
compuesta de los ·CO. M. Yañez, José M. Lafragua, ~fontiel y Dondé, 
'etc.,, El Sr. :\fagistrado Montes, que entonces era diputado, combatió la 
aprobación de ese proyecto, porque «solo hacía tres ó cuatro días, éstas 
fueron sus palabras, que se nos han repartido los últimos libros del Có­
digo civil, y yo cleelar9 que no he tenido tiempo ni para leerlo. En el 
mismo caso, estoy seguro, se encuentra la mayoría de Diputados, y no 
-es posible que vayamos á votar un Código que no conocemos.» Se ale­
o-aron razones en el sentido de la inmediata aprobación de aquella ley, 
;azones que aceptó la mayoría del Congreso, y la ley y el Código que 
.sancionaba, fueron aprobados por 93 contra 39 votos. 2 Si aquella teo­
ria fuera cierta, si porque un Oódigo se aprueba sin discusión, sin die• 
1ámen de la Comisión, etc., no fuera ley, el Distrito carecerla tambien 
de leyes civiles. Y así llegaríamos á quedamos sin leyes civiles, pena­
les, ni de proc.edimientos. 

Yo no acepto tales teorias; más aún, creo que no se puede ni invocar 
la Constitueibn. para sostenerlas, porque la Constitución ni'está ni pue­
de estar en guerra con la sociedad, y ninguno de sus principios tiende 
.siquiera á desquisiar el orden social. La teoría que yo sigo sobre este 
particular es esta otra: Si el Congreso aprueba, con la dispensa de trá­
mites que permite el articulo 71 de la Constitución, una ley que pone 
en vigor otra 1ey, un Código, como en el caso presente, ese Código es 
una ley constitucionalmente hablando, y no se p,uede desconocerlo, 
¡t.unque se diga que los diputados no lo cono.cieron ó no lo vie+on. Aun• 
que yo como .~iputado no votarla lo 9ue no conociera, y por !)Sto negué 

. -mi voto al Código Civil, 3 como magistrado no puedo conce<ler un am• 
paro, porque se alegue que los diputados no supieron lo que aprobaban. 

Es otra objeción á las opiniones que defiendo, esta: la autol'ización 
para poner en vigor el Código se dió al señor Juárez en 7 de Diciembre 
de 1871, y !)ste señor murió s!n haber he~h? uso de ella. Su sucesor, el 
Sr. Lerdo, Ja aprovechó publicando el Cod1go en 15 de Agosto de 1872, 
y corno las facultades extraordinarias son un voto de confianza d~o á 
11n presidente é intrasmisible á otro, y como ellas espiran en plazos eier-

l Obra y tomo cit., página 647, 
2 Obra citada, Quinto Congre•o, tomo m, plíginas 645 y sigui~ntel!, 

'3 Obra citada, t¡uinto Congnso, tomo llI, pfi·gina641, 
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tos, el Presidente Lerdo no pudo usar de aquella autorización: el Códi­
go de Procedimientos no es, pues, una ley constitucional. 

Esta argumentación reposa en la base de que la ley de 7 de Diciem­
bre de 1871, que autorizó al Gobierno A poner en vigor el Código· Jé 
Procedimientos, es una ley que concedió facultades extraordinarias. 
Como he probado ya que esto no es exacto, ni histórica ni constitucio­
nalmente, rota aquella base, toda esa argumentación cae po1· su propio 

. peso. No habiendo hecho aquella ley delegación alguna de facultad le­
gislativa, no importando siquiera un vot_o de confianza para el gobier ­
no, como creo haberlo demostrado, la réplica que me ocupa no tiene 
caso. 

Para sostener yo el pleno rigor del Código de Procedimiento~, ten­
go otras razones que debo exponer. Algún tiempo después de su pro­
mulgación se comenzó á dudar si él habla derogado las leyes federales, 
plenamente vigentes, sobre procedimientos en los juicios de desamor­
tización. El Congreso resohi ó esta duda expidiendo el 16 de Mayo de 
1813 la siguiente ley: «El Código de Procedimientos civiles (le! Distrito 
federal y de la Baja California no ~a derogado las leyes federares de 
procedimientos en los juicios sobre la desamortización de los bien~s que 
administraron las corporaciones civilés y eclesiásticas y sobre preferen­
cia de derechos á esos mismos bienes en materia de adjudicación y re­
dención: por consiguiente las leyes de reforma han estado y están vi­
gentes en toda la República.• Esta ley es, sin duda alguna, el recono­
cimiento más explicito, por parte del Congreso, del pleno vigor 1el Có­
digo de Procedimientos; mas aún, esa ley importa una aprobación de 
ese Código, hecha por el _Poder Legislativo. Este reconocimiento, esta 
nueva aprobación, bastarian para haber borrado los vicios que se oh­
jetan á la ley dé 7 de Diciembre, y para \laber legitimado esa lPy, aun 
con todas las irregularidades que en su origen se Je notan. Si un Con­
greso con plene conocimiento del Código, puesto que él estaba publi­
cado y se estaba aplicando, declaró que él no derogaba leyes vigentes¡ 
es, no consecuencia, sino parte misma de esa declaración, que el tal Có­
digo es una ley. Si su vigencia se pudo poner en duda allá enJ872 por 
lo que pasó en el Congreso con la ley de 7 de Diciembre; después de 
1873 en que fué ratificado y nuevainente aprobado por el mismo Con­
greso, esa duda no es más posible. 

Creo lo dicho bastante á fundar mi voto, negando este amparo taro­
bien por el motivo alegado en la demanda, de que el Código de Proce­
dimientos no es ley. Me he abstenido de tocar la cuestión de facultades 
extraordinarias, de hacer la concordancia de los artículos 29, parte se­
gunda, 50, 103, 104 y 105 de la Constitución, porque no siendo el caso 
presente de facultades extraordinarias, porque no importando la ley de 
7 de Diciembre delegación alguna de facultad legislativa, todo lo que 
dijera sobre este punto seria inconducente é inoportuno en este debate. 
Si la corte tiene ya resuelto que aun Ja ley nula, en sentir de algunos 
magistrados, por haber emanado del uso de las facultades extraordina­
rias, se legitima con la ratificación del Congreso, puesto que la Corte ha 
hecho y siempre está haciendo aplicación de esa clase de leyes, inútil 
en esta ocasión es entrar á hacer la concordancia de aquellos artículos 
constitucionales, cuando el Código está_ reconocido por la lev de H, de 
Mayo de 1873, y sobre, todo cuando él no se expidió en virtud de f~cul­
tades extraordinarias. 

Conociendo las gravisimas trascendencias de este amparo, aprecian­
do en toda su importancia una cuestión que pone en duda los derechos 
adquiridos por miles de ejecutorias, he creído no solo defender con las 
opiniones que he procurado fundar, los intere.'les más sagrados de la so­
ciedad, sino las garautlas individuales de los litigantes mismos que han 
adquirido derechos con esas ejecutorias. No sé aún cuál será la resolu­
ción de la Corte en este grave negocio; pero sea la que fuere, yo no so-
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lo habré cumplido con mi deber tal como mi conciencia me lo dicta, si­
no que habré demostrado que en mi opinión nuestra Constitución no 
&\> oriza. el desconocimiento de los derechos in<iividuales que la deman­
da de amparo pide, al solicitar que se desconozca la vigencia del Códi­
go de Procedimientos. Sincero amigo de la Constitución desde su for­
mación en el Congreso constituyente, no puedo sino ver con pena que 
ella se invoque en solicitud de amparos que la desprestigian alarmando 
justamente los intereses legítimos de los individuos y de la socie~ad. 

NOTA.,·- Los documentos relatirns están pubUcados eu el DIA.RIO OFICIAL correspoudieut.e á los 
ellas 10, 13, 16, 20, 21-¡ 23 de Diciembre ele 1878, . 

La Suprema Corte pronunció este fallo, 

México, veintisiete de Septiembre de mil ochocientos seutentay ocho. 
-Visto el recurso de amparo promovido por José María Villa ante el 
Juzgado 2~ de Distrito de esta capital, contra los procedimientos del 
juez 4~ de lo civil, y especialmente contra el auto en que mandó poner 
cédula hipotecaria á la hacienda de Saucillo, y contra la sentencia de 
remate de seis de Octubre de mil ochocientos setenta y siete, por consi­
derar violadas en su perjuicio las garantías iudi\riduales consignadas en 
los articulos 14, 16 y 27 de la Constitución. T'ista la sentencia del Juez 
de Distrito que amparó al recurrente,-y' 

Considerando: que el pl'imer fundamento de la aolicitud de amparo 
es, que se ha aplicado al quejoso una ley retroactiva, porque la hipote­
ca que originó el juicio se~uidQ contra Villa por Blanco, Lascurain y 
Miramón, fué comtituida et año de 1869, antes de la vigencia del Códi­
~o de Procedimientos del Distrito federal, y la nueva escritura otorga­
da el año de 1873, después de la promulgación de dicho Código, no con­
tenía más que la i:atificación de la hipoteca constituida en 869. 

Considerando: 
Que consta de autos que el año de 1869 se garantizó el pago del pre­

cio de. la hacienda del 8(1.ucillo, en la parte que se había quedado de­
biendo, con l{' hipoteca especial de la misma hadenda: 

Que el afio p.e 1873 s·e hizo nueva escl'itura, hipotecándose expresa­
mente por segunda vez la repetida hacienda al pago de lo que aun es-
taba debiendo el comprador: . 

Que esta segunda hipoteca es la sola valedera, por4.ue la escl'itura 
en que se constituyó la primera, carece del requisito esencial del re­
gistro: 

Que es infundada la aseveración del juez de que en realidad no ha 
habido hipoteca, porque si la pl'imera no fué registrada, carece la se­
gunda de otros requisitos exi¡idos por la ley, porque consta de autos 
que al registrar la esci-itura de 1873, se registró tambien la de 1869, co­
mo formando las dos un todo indivisible, lo cual no est~ vedado por ley 
alguna, y por lo que conservaron todo su valor respecto de la seg11nda 
escritura los adminículos de la primera, cuya falta es precisamente la. 

. que sirve de base á la determinación del Juez de ,Distrito: 
Que el promovente se sometió expresamente a'l Código civil que ins­

tituyó el nuevo régimen hipotecario, como consta de la cláusula 8~ de 
la escritura de 11 di) Septiembre de 1873: 
' Que de lo anterior se deriva esta consecuencia: la líipoteca ha sido 
válidamente coBStituida en 1873, ri!?.iendo los Códigos Civil y de Proce• 
dimientos, y poi· tanto no se ha dado á 11\ ley efecto retroactivo en per­
juicio de José Maria Villa. 

Considerando: que el segundo fundamento del recurso de amparo 
es que l'lO se ha aplicado exactamente la ley, con violación de la segun-
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da parte del artículo 14, fundándose asimismo la sentencia del Juez de 
Distrito en una consideración idéntica, por haberse aplicado al caso en 
cuestión unos artículos del Código Civil en vez de otros. 

Considerando: 
Que esta Suprema Corte no puede ingerirse en las decisiones de los 

. tribunales del orden común sin atacar su independencia constitucional: 
Que de la inteligencia dada por el legislador á la parte del artículo 

• 14, invocada por Villa, se deduce rectamente que ella solo puede apli­
carse á los juicios del ramo criminal y en manera alguna á los del or­
den civil: 

Que esto se comprueba por el orden en que se discutieron y votaron 
las dos fracciones del artículo 14, que en el proyecto de Constitución 
fueron los artículos 4 y 26: 

Que si la justicia federal por la vía de amparo tuviese que juzgar de 
todas las cuestiones que se versan en los tribunales locales entre las 
personas que litigan ante ellos, se convertiría en tl'ibunal de revisión 
de todos los tribunales del país, arrogándose facultades que la Consti­
tución no le ha dado en ninguno de sus artículos. 

Considerando: que consiste el tercer fundamento del solicitante en 
que también se, ha infri_ngido la segunda parte del articulo 14,al seguir­
se el juicio hipotecario conforme al Código de Procedimientos del Dis­
trito federal, por no ser éste una ley constitucional: que esta ley fué ex­
pedida por el Poder Ejecutivo en virtud de facultades legislativas de­
legadas en él por el Congreso de la Unión, vulnerando el precepto del 
articulo 50 de la Carta fundamental, que previene que nunca podrá de­
positarse el Poder Legislativo en un individuo. 

Considerando: que la autorización concedida al Ejecutivo por decre­
to de 7 de Diciembre de 1871 no importa la reunión. en una persona ó 
corporación, de los poderes legislativos, -ni el depósito de éste en un in­
dividuo, que es lo que prohíbe el artículo 50 de la Constitución. 

Que el decreto mencionado tampoco importa una delegación del Po­
der Legislativo con el objeto de que el Ejecutivo formara ó expidiera 
un Código de procedimientos como lo creyera más conveniente: 

Que no es por tanto necesario referirse á la concordancia de los ar­
tículos 29 y 50 de la Constitución, puesto que en el caso se trl\ta de un 
decreto que, como dice su letra, no es más que una autorización al Eje­
cutivo para poner en vigor ,provisionalmente el proyecto del Código de 
procedimientos, lo que no puede considerarse como una delegación del 
Poder Legislativo, ni aun sobre uu negocio determinado: 

Que aunque en la expedición de ese decreto se haya procedido con 
festinación é irregularidad, esto no constituy~ una violación del articu­
lo 50. ni se puede por este motivo poner en duda el vigor legal del cita­
do Código de procedimientos: 

Que consta de autos que el promovente se ha sometido i~ las pres• 
cripciones del Código de procedimientos no solo no protestando contra 
su aplicación, sino haciendo uso de sus prevenciones para apelar ante 
el Tribunal Superior, de la sentencia de primera instancia: 

Que .esta sumisión expresa, priva de toda su fuerza al tercero de los 
fundamentos en que apoya su solicitud de amparo: 

Que en tal virtud, tampoco existe, por este capitulo, violación del ar­
ticulo 14 de la Constitución. 

Considerando: que no se han infringido los articulos 16 y 27 de la 
mencionada Constitución: 

Con arreglo á estos fundamentos, y á los articulos 101 y 102 del Pac­
to federal, se revoca el fallo del Juez de Distrito, y en consecuencia: 

La Justicia de la Unión no ampara ni protege á. José Maria Yilla, 
contra los procedimientos del Juez 4° de lo civil, que motivaron el pre­
sente recurso. 

Devuélvanse estas actuaciones al juzgado de su orígen, acompañán-
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dole testimonio de esta sentencia para los efectos consiguientes: publi-
quese y archivase á su vez el Toca. · 

Asi, por mayoría de votos, tanto en los fundamentos como en la re­
solución, lo decretaron los ciudadanos Presidente y Magistrados que 
forman el tribunal pleno de la Corte Suprema de Ju~ticia de los Estados 
Unidos Mexicanos, y firmaron:-Presidente, Ignacio L. Vallarta.-Mo.• 
gistrados, Ignacio M. Altamirano.-Ignacio Ramírez.-Pedro Ogazón. 
-Manuel .4.las.-Antonio .Jfartinez de Castro.-Miguel, Blanco.-José 
María Bautista.-Juan 1lf. Vázquez.-Simó~ Guzmán.-José .Manuel 
Saldaña.-José Eligio Muñoz.-Enrique Landa, secretario. 


